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Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia  sobre el proyecto de ley sobre erradicación de personas menores de edad de establecimientos penitenciarios de adultos.


__________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


	El proyecto ingresó a trámite legislativo el 21 de junio de 1994, habiéndose  hecho presente la urgencia para su despacho, en carácter de "simple", en esa misma oportunidad.


	Durante su estudio, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración de la señora Ministra de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela; del Asesor Jurídico de esa Secretaría de Estado, don Rodrigo Quintana Menéndez; de la Directora del Servicio Nacional de Menores, doña Oriana Zanzi Gardilcic; del Director Nacional de Gendarmería de Chile, don Claudio Martínez Cerda, y de la Jueza titular del Tercer Juzgado de Letras de Menores de Valparaíso, doña María Angélica González Catalán.


	Al margen de la información obtenida por esa vía,  tuvo a la vista diversos antecedentes estadísticos proporcionados por el Servicio Nacional de Menores y por Gendermería de Chile, complementarios de los contenidos en el Mensaje, que figuran anexos a los antecedentes de esta iniciativa legal, así como la legislación nacional, debidamente actualizada, que es objeto de modificación.


 Ideas matrices o fundamentales.


	Las materias, situaciones o problemas que aborda esta iniciativa legal dicen relación con la privación de libertad de menores de edad,   con su ingreso a  recintos penitenciarios de adultos y con su internación en centros especializados diferenciados según se trate de infractores de ley o de menores que requieren de diagnóstico,  asistencia y protección.


	Acorde con lo expresado, las ideas matrices o fundamentales del proyecto serían tres:


	 1) Restringir las posibilidades de privación de libertad de los menores de edad a aquellos casos en que existan infracciones de ley susceptibles de ser sancionadas como crímenes o simples delitos.


	2) Prohibir el ingreso  de menores de edad a establecimientos penitenciarios de adultos.


	3) Regular la internación de los menores en centros especializados, independientes y autónomos entre sí,  a través de los cuales funcionarán las Casas de Menores, sea para acoger a los menores infractores de ley ( Centro de Observación y Diagnóstico ) o para atender a los que requieran de diagnóstico, asistencia y protección ( Centro de Diagnóstico, Tránsito y Distribución ).�


 Contenido y fundamentos del proyecto.


	Para los efectos de plasmar las ideas anteriores, se propone un proyecto de ley estructurado sobre la base de tres artículos permanentes y dos transitorios, por los cuales se modifican la Ley de Menores, el Código de Procedimiento Penal y el decreto con fuerza de ley N° 1.385, de 1980, que establece el régimen de subvenciones para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores.


	Se recuerda en el Mensaje que diversas normas internacionales consagran el principio de la separación de las personas menores de edad de los adultos, para los efectos de la privación de su libertad.


	Se cita, por vía ejemplar, el artículo 37 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, que obliga a los Estados Partes a velar por que:  "c) Todo niño privado de libertad será tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tenga en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales".


	Se invoca también el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que, en su artículo 10, N° 2, letra b),   expresa que "Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento".


	Al margen de estas dos Convenciones, cabe tener en cuenta también la Convención Americana sobre derechos humanos "Pacto de San José de Costa Rica", que al regular el derecho a la integridad personal dispone, perentoriamente, en su artículo 5, N° 5, que "Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento".


	Se destaca en el Mensaje la preocupación del Gobierno por la presencia de menores en establecimientos penitenciarios de adultos.


	En su opinión, el problema de los niños internados y privados de libertad en cárceles de adultos, que jamás estuvieron destinadas a albergar a personas en pleno proceso de desarrollo moral, físico y psicológico, posee dimensiones que justifican la modificación de las normas legales que se proponen, que han demostrado ser insuficientes para impedir hechos como el que se comenta, lo que resulta particularmente grave si se considera que un número importante de los niños afectados son inimputables de acuerdo con nuestra legislación penal y, en consecuencia, no pueden ser objeto de sanciones privativas de libertad.





 Incidencia o efectos en la legislación vigente.


	La aprobación del proyecto, en los términos en que se encuentra concebido, habrá de producir diversos efectos en la legislación aplicable a los menores.


	Según datos estadísticos  consignados en el Mensaje, como de otros proporcionados a la Comisión por el Servicio Nacional de Menores (SENAME), sobre la base de información emanada de Gendarmería de Chile, puede señalarse que entre el 1° de agosto de 1993 y el 31 de marzo de 1994, se registraron 4.241 ingresos de menores en establecimientos penitenciarios de adultos. De estos:


--    13 tenían entre 1 y 6 años de edad (0.3%).


--   153 alcanzaban una edad promedio de entre 7 y 11 años (3.6%).


-- 1.235  tenían entre 12 y 15 años (29.1%).


-- 2.739 tenían entre 16 y 17 años (64,6%).


--    101, sin datos.


	Por Regiones, empezando por la primera y terminando con la Región Metropolitana de Santiago, el ingreso de menores en cárceles de adultos fue, en el mism período,  de 355, 203, 61, 119, 446, 212, 389, 642, 259, 295, 31, 34 y 1.195, respectivamente.		


	La cifra diaria de menores que diariamente permanece en las cárceles asciende aproximadamente a 350 personas.


	Esto significa que el 31% de los menores de edad ingresados a establecimientos penitenciarios de adultos tenía tenía entre 7 y 15 años y, por lo mismo eran inimputables penalmente.


	El 44% de los menores permaneció entre uno y cinco días en esos establecimientos, lo que evidencia el carácter innecesario de tal privación de libertad.


	Para resolver este problema, en el proyecto se  formulan diversas enmiendas, con el fin de establecer:





	A) En lo que respecta a la Ley de Menores.


	1) La Policía de Menores debe poner a los menores inculpados de crímenes o simples delitos directa e inmediatamente a disposición del tribunal competente y, de no ser ello posible, ingresarlo a un Centro de Observación y Diagnóstico, dentro de las veinticuatro horas siguientes y mientras se verifica la presentación al juez competente.


	2) De no existir en la localidad un Centro de Observación y Diagnóstico y se tratare de un menor de 18 años y mayor de 16, inculpado de un crimen o simple delito, la Policía de Menores puede ingresarlo a alguno de los lugares fijados por el Presidente de la República para la internación de menores.


	3) Los menores que hayan sido detenidos por otra causa deben ser devueltos a sus padres o guardadores, notificándoles de ello, a menos que se trate de una falta, en cuyo caso se les cita al tribunal competente. 


	(Art. 1°, letra a), enmiendas al art. 16 de la Ley de Menores).


	4) El juez de menores no puede ordenar, en caso alguno, el ingreso de un menor de 18 años en un establecimiento penitenciario de adultos.


	(Art. 1°, letra b), enmienda al artículo 29 de la Ley de Menores).�


	5) Las Casas de Menores funcionarán en el futuro a través de Centros independientes y autónomos. Uno, denominado Centro de Observación y Diagnóstico, para acoger a los menores que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, englobados bajo el término genérico de   infractores de ley. Otro, denominado Centro de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, para atender a los menores que requieran de diagnóstico, asistencia y protección.


	(art. 1°, letra c), enmiendas al artículo 51 de la Ley de Menores).


	B) En lo que respecta al Código de Procedimiento Penal.


	Con arreglo al artículo 26, N° 8), de la Ley de Menores, corresponde a los jueces de menores expedir la declaración previa sobre si el mayor de dieciséis años y menor de dieciocho ha obrado o no con discernimiento, para los efectos de determinar su responsabilidad criminal.


	El artículo 347 bis A del Código de Procedimiento Penal,  señala que en ningún caso tal declaración podrá ser demorada más de quince días. Si no se reciben los informes técnicos solicitados, el juez debe proceder sin ellos. No obstante lo señalado, este trámite en sí provoca una detención entre uno y hasta cuatro meses, tiempo durante el cual se aisla al menor en recintos inadecuados para los efectos deseados por la sociedad, que no son otros que su rehabilitación.


	La internación del menor con estos fines -- agrega su inciso segundo -- será considerada privación de libertad para todos los efectos legales y no impedirá al juez del crimen otorgarle la excarcelación, si fuere procedente, de acuerdo con las reglas generales.


	Se propone agregar dos incisos, con el fin de precisar que el juez del crimen sólo puede ordenar la internación de un menor sometido a examen de discernimiento en un Centro de Observación y Diagnóstico o, en las localidades en que no existan, en alguno de los establecimientos que determine el Presidente de la República, mediante decreto supremo de carácter permanente.


	En todo caso, la internación debe decretarse mediante resolución fundada, como medida de último recurso y por el más breve plazo posible, "siempre que se verifiquen los requisitos de la prisión preventiva en caso de excederse los plazos legales de la detención".


	(Art. 2° del proyecto)


	C) En relación con el decreto que establece régimen de subvenciones para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores.


	Se consagran diversas modificaciones a este cuerpo legal, como consecuencia de la creación de los Centros de Observación y Diagnóstico y de los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, a través de los cuales funcionarán las Casas de Menores.


	El régimen de subvenciones que este cuerpo legal consagra propende a crear, mantener y ampliar instituciones asistenciales de menores en situación irregular, cuyas estructuras, recursos materiales, humanos y demás elementos propios de aquéllas, proporcionen un adecuado ambiente formativo y posibilite el desarrollo integral de la personalidad del menor, en concordancia con las normas e instrucciones que para tal efecto dicte el Servicio Nacional de Menores.


	Se propone modificar las modalidades de atención al menor, que se consultan en dicho decreto, con el objeto de hacer expresa mención a estos nuevos centros y su destino.


	La primera modalidad de atención, de observación y diagnóstico, está destinada a acoger en forma transitoria a los menores que han cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva acerca de su discernimiento.


	La segunda modalidad, de diagnóstico, tránsito y distribución, está destinada a atender, en forma transitoria, a los menores que requieren de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta una medida en relación con ellos.


	Se aclara que el monto de la subvención para esta modalidad será el mismo que se establece para la de observación y diagnóstico.


	Las otras modalidades de atención no sufren modificaciones.�


	Para materializar este propósito, se modifican los artículos 4° y 5° del DFL N° 1.385, de Justicia, de 1980.


	D) En cuanto a la determinación de los Centros y de otros establecimientos en que podrán ser internados los menores.


	Se propone una disposición transitoria, que obliga al Ministerio de Justicia a dictar un decreto en el cual se determinen los Centros de Observación y Diagnóstico y de Diagnóstico, Tránsito y Distribución existentes y su ubicación, así como los establecimientos en que podrán ser internados los menores, en aquellos lugares en que no existan Centros de Observación y Diagnóstico.


	En dicho decreto, de carácter permanente, se consignará toda modificación de los establecimientos indicados, "que altere su naturaleza jurídica".


	En la actualidad, el artículo 2° transitorio de la Ley de Menores dispone que "El Presidente de la República designará los establecimientos que harán las veces de casas de menores donde no las hubiere".


	(Artículo primero transitorio del proyecto).


	E) En cuanto a la entrada en vigencia de esta ley.	


	Se propone que entre en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.


Discusión en general.


	Vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, prestó aprobación unánime a la idea de legislar, por compartir los fundamentos del proyecto y por estar de acuerdo en abordar la materia a que se refiere esta iniciativa, con el fin último de impedir que menores de edad sean recluidos en cárceles para adultos, sin perjuicio de expresar algunos señores Diputados el propósito de mejorar su articulado durante la discusión en particular.


	Para resolver en tal sentido, tuvo presente que en oportunidades anteriores ya había manifestado su inquietud por esta práctica judicial y administrativa, lo que la motivó para plantear el problema a la Corte Suprema y al  Ministerio de Justicia, lográndose, en definitiva, un acuerdo de la Corte Suprema, de 26 de noviembre de 1993, por el cual "se dispone oficiar a las Cortes de Apelaciones del país para que éstas instruyan a los jueces de menores y de competencia común de su respectiva jurisdicción para que presten el debido apoyo -- en la medida de sus posibilidades materiales y legales -- a los grupos de trabajo formados para erradicar a los menores de las cárceles de adultos y para evitar el ingreso de éstos a esos recintos penitenciarios".


	A mayor abundamiento, tuvo en consideración los antecedentes aportados por la señora Directora del Servicio Nacional de Menores, la que consultada sobre la forma en que se abordará el problema de los niños que están en las cárceles  expresó que, en promedio, hay 245 infractores de ley y 130 no infractores.


	Los primeros disminuirán en el corto plazo en alrededor de 100, cuando se produzca el pleno funcionamiento del Centro de San Bernardo. Esos 100 salen de Puente Alto.


	Para esos infractores se dispone de 7 Centros de Diagnóstico, de 2 Centros de Rehabilitación Conductal con internado, de 4 programas de apoyo psicosocial con defensa jurídica, más 42 establecimientos de Gendarmería que son subvencionados por el SENAME.


	Ese Servicio, desde el año 1992, está desarrollando una serie de programas que consisten en la construcción de 6 Centros de Diagnóstico, a los cuales se agregan los Centros de Rehabilitación Conductual con internado, la ampliación y habilitación de medidas de seguridad en Centros de Diagnóstico que ya existen, la creación de casas de acogida para recibir a los menores en aquellas regiones en que no hay una población muy grande, el establecimiento de  residencias juveniles y la extensión de los programas de ayuda jurídica a los niños encarcelados.


	Respecto de los niños infractores de ley, el proyecto permite resolver los problemas de mediano compromiso delictual. Deberán continuar ingresando a secciones de Gendarmería aquellos jóvenes infractores de ley de amplio compromiso delictual, para los cuales aún no se han construido los establecimientos adecuados, aunque si están consultados.


	Para el caso de los no infractores, que son 130, se dispone de 14 centros de internado, que van a ser 16 cuando operen los de San Bernardo y Arica, 14 centros de diagnóstico ambulatorio y 2 proyectos de apoyo, con un total de 2.300 plazas en el país.


	Estos niños no infractores de ley pueden ser egresados de las cárceles y recibidos en los programas que ya existen. El proyecto y los programas en ejecución  les dan una solución integral.


	No obstante lo anterior, se consulta fortalecer las medidas disponibles para ellos con la creación de más centros ambulatorios y casas de acogida.


Discusión en particular.		


	Durante la discusión en particular, el proyecto fue objeto de diversas indicaciones, las que fueron aprobadas por la unanimidad de los señores Diputados presentes.


			Artículo 1°.


	Contiene las enmiendas a la Ley de Menores.


	La primera de ellas introduce modificaciones puntuales al artículo 16, que legisla sobre la retención de los menores en determinados establecimientos y su entrega a las Casas de Menores, sea por la Policía de Menores o por Investigaciones de Chile.


	Vuestra Comisión optó por sustituir este artículo en su integridad, con el objeto de poder contar con una norma legal que permita satisfacer con mayor propiedad las ideas matrices del proyecto en informe y evitar, al mismo tiempo, algunas discrepancias entre las nuevas disposiciones y aquellas que no eran objeto de reforma.


	En el nuevo artículo 16 se indican, con claridad, los lugares en donde pueden ser retenidos los menores; las sanciones a aplicar si se les detuviere en establecimientos diferentes a los autorizados; la obligación de la Policía de Menores de poner a los menores inculpados de cometer un hecho constitutivo de un crimen o simple delito, a disposición del tribunal competente, en forma directa e inmediata; la limitación para que puedan ser ingresados a un Centro de Observación y Disgnóstico, lo que procederá sólo si fuere imposible entregarlo al juez; la obligación del funcionario que lo recibe, de ponerlo a disposición del tribunal; la imposibilidad de detener a un menor por otra causa, pudiendo sólo devolvérsele a sus padres o guardadores; la citación y no la detención  del menor para que concurra al tribunal, si ha cometido una falta, y, por último, las facultades de la Policía de Investigaciones, la que sólo puede detener a un menor en los casos que autoriza este artículo, cuyas prescripciones le son plenamente aplicables.


	De esta forma, se impide que un menor sea ingresado a un establecimiento carcelario de adultos y se prohíbe su detención, salvo en el caso de que haya cometido un hecho constitutivo de crímen o simple delito.	


	La enmienda propuesta en el Mensaje, en cambio, al dejar subsistente parte del artículo 16, permitía que los menores sólo pudieran ser internados en las Comisarías o Subcomisarías de Menores o en los establecimientos que determinara el Presidente de la República; sancionaba la retención de un menor en un lugar diferente, sólo en los lugares en que hubiere uno de estos establecimientos; obligaba a poner a los menores a disposición del tribunal competente, en el caso de que hubieren cometido un hecho constitutivo de crimen o simple delito, salvo que no fuere posible hacerlo; establecía que en caso de detención por otra causa, debía ser devuelto a sus padres o guardadores notificándoles del hecho de la detención, no de la causa de ella; los mayores de dieciséis años y menores de dieciocho, acusados de haber cometido un hecho constitutivo de crimen o simple delito, podían ser ingresadados en alguno de "los lugares" determinados por el Presidente de la República, y, por último, permitía la detención de menores por Investigaciones, sin tener en cuenta su causa y su internación obligada en una Comisaría o Subcomisaría de Menores, no pudiendo, por lo mismo, optar por la entrega a los padres o su simple citación en caso de haber cometido una falta. 


	La segunda enmienda tiene por finalidad introducir un inciso tercero al artículo 29, que contempla, en general, las medidas que pueden adoptar los jueces de menores.


	Como este mismo artículo es objeto de sendas modificaciones en el proyecto de ley sobre maltrato de menores, actualmente en el Tribunal Constitucional para el respectivo control de constitucionalidad, como ya se indicara (ver nota al pie de la página 5), entre ellas, una que le agrega un inciso, vuestra Comisión ha optado por incorporarle otro,  sin especificar su ubicación dentro del artículo, que, en lo demás, ha sido aprobado en los términos propuestos.


	La modificación aprobada, por lo tanto, incide en el exordio o encaabezamiento de la letra b) del artículo 1° del proyecto.


	La tercera modificación reemplaza el artículo 51, que legisla sobre las Casas de Menores, con el fin de establecer de que forma funcionarán, a través de Centros independientes y autónomos entre sí, denominados Centro de Observación y Diagnóstico, para los infractores de ley, y Centro de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, para los demás menores.


	Esta modificación fue aprobada en los términos propuestos, con el solo reemplazo de la expresión "la presente" (ley)  por "esta" (ley).


			Artículo 2°


	Modifica el artículo 347 bis A del Código de Procedimiento Penal, que se refiere a la declaración de discernimiento del menor, que no puede ser demorada por más de quince días y a su internación "para estos fines", la que es considerada privación de libertad para todos los efectos legales "y no impedirá" al juez del crimen otorgarle la excarcelación, si fuere procedente.�


	Las enmiendas propuestas por el Ejecutivo tienen por finalidad agregar a este artículo un inciso segundo y otro final, del siguiente tenor:


	"El juez del Crimen sólo podrá ordenar la internación del menor en un Centro de Observación y Diagnóstico, mediante resolución fundada, como medida de último recurso y por el más breve plazo posible, siempre que se verifiquen los requisitos de la prisión preventiva en caso de excederse los plazos legales de la detención."


	En las localidades en que no exista Centro de Observación y Diagnóstico, la internación se verificará en alguno de los lugares fijados por el Presidente de la República, mediante un Decreto Supremo del Ministerio de Justicia.".


	Vuestra Comisión no compartió estas modificaciones.


	En la medida que ellas guardan relación con el trámite del discernimiento y que el propósito del proyecto es que la detención del menor de dieciocho años y mayor de dieciséis sólo proceda respecto de los infractores de ley que han cometido un hecho constitutivo de crimen o simple delito, no le pareció razonable regular, con la amplitud propuesta, la internación de estos menores, máxime si se considera que para resolver sobre el discernimiento no es necesario, en la mayoría de los casos, privar al menor de su libertad.


	Para que ella pueda decretarse, se debe estar en presencia de un hecho de tal naturaleza que autorice la detención del hechor. Si sólo permite su citación, por la mayor envergadura del hecho delictual, no resulta procedente decretar la detención. 


	El criterio de la Comisión es que, en esta materia, debe estarse a las reglas generales del Código de Procedimiento Penal, que son más favorables para el menor que las establecidas en la Ley de Menores, que permite  decretar medidas en contra del menor, que coartan su libertad, por el tiempo que el juez de menores determine.


	En reemplazo de las dos modificaciones anteriores, vuestra Comisión optó por modificar el inciso final de este mismo artículo, que ha quedado redactado en los siguientes términos:


	"La internación del menor, cuando proceda con arreglo a la ley, será considerada privación de libertad para todos los efectos legales. El juez del crimen deberá otorgarle la excarcelación, si fuere procedente de acuerdo con las reglas generales, sin que constituya  impedimento para hacerlo el hecho de no haberse efectuado o estar pendiente la declaración de discernimiento."


	La nueva disposición  restringe la internación del menor;  consagra la obligación del juez del crimen de otorgarle la excarcelación, si procede y  la plena aplicabilidad de las normas generales de procedimiento que regulan esta materia, y deja claramente establecido que el hecho de estar pendiente la declaración de discernimiento no es obstáculo para concederla.


			Artículo 3°


	Contiene las modificaciones al decreto con fuerza de ley que establece el régimen de subvenciones para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores.


	Las modificaciones, como ya se dijera, no tienen otra finalidad de contemplar, entre las modalidades de atención al menor, a las que se prestan en los Centros de Observación y Diagnóstico y en los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución.


	Se aprobó en los mismos términos.


			Artículos transitorios.


	En el proyecto se consultan dos.


	El primero obliga al Ministerio de Justicia a dictar un decreto en el cual se determinen los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, de Observación y Diagnóstico, así como los establecimientos en que podrán ser internados los menores, en aquellos lugares en donde no existan estos últimos.


	En estrecha vinculación con esta disposición, la actual Ley de Menores contempla un artículo 2° transitorio, que dispone que "El Presidente de la República designará los establecimientos que harán las casas de menores donde no las hubiere".


	Vuestra Comisión ha optado por contemplar el artículo primero transitorio como artículo 71 de la Ley de Menores, con la redacción que se indica en el texto final de este informe, atendida su naturaleza de norma permanente.


	Para resolver en tal sentido se han tenido presentes algunas consideraciones de técnica legislativa sobre las disposiciones transitorias.


	En la fase de transición de un régimen legal preestablecido a otro, determinado por un nuevo acto de orden legislativo, aparecen situaciones que exigen una inmediata atención, pero con carácter especial o pasajero. Son situaciones de derecho o de hecho que, si bien son transitorias, no pueden ni deben ser, por lo mismo, descuidadas por el legislador. Dado su carácter de transitoriedad, no es aconsejable tratarlas en el texto del acto legislativo, ni mezcladas con su articulado, pues una vez atendida la situación o caso especial, la disposición deja de interesar: es absorbida por el tiempo o por la consumación del hecho previsto. 


	Divididas en artículos, deben agruparse bajo el títuto "Disposiciones Transitorias", al final del acto legislativo, nunca como continuación de su articulado, ni mucho menos, intercaladas, con su correspondiente numeración.


	En forma complementaria, ha aprobado una indicación para derogar el artículo 2° transitorio de la Ley de Menores, por referirse a la misma materia regulada en el nuevo artículo 71, con una redacción y contenido inconciliable con el referido artículo.


	El segundo artículo transitorio fija la entrada en vigencia de esta ley, sesenta días después de su publicación legal.


	Se aprobó como artículo transitorio, con la siguiente redacción:


	"Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial."


Constancias reglamentarias.


	Para los efectos contemplados en el artículo 287 del Reglamento, se deja constancia de lo siguiente:


	-- No hay artículos que deban ser calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


	-- No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda, en la medida que el proyecto en sí, no irroga ningún gasto para el Erario Nacional ni tiene incidencia financiera o presupuestaria alguna.


	-- El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar.


	-- No hay indicaciones rechazadas.


	-- Se han rechazado las enmiendas contenidas en el artículo 1°, letras a), y en el artículo 2°, proponiéndose las normas de reemplazo que figuran en el texto final. Las disposiciones transitorias se han sustituido por un artículo permanente y otro transitorio, con distinta redacción. Por último, se ha introducido una enmienda nueva al artículo 437 bis A del Código de Procedimiento Penal, en reemplazo de las consignadas en el artículo 2° del proyecto.


Texto del proyecto.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os dará a conocer en su oportunidad la señora Diputada Informante, vuestra Comisión os propone que prestéis aprobación al siguiente


Proyecto de ley:


	"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:


	a) Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente:


	'Artículo 16.- Los menores de dieciocho años sólo podrán ser retenidos en las Comisarías o Subcomisarías de Menores, en un Centro de Diagnóstico, Tránsito o Distribución,  en un  Centro de Observación o Diagnóstico o, en aquellos lugares en que éstos últimos no existan, en algún  establecimiento  que determine el Presidente de la República, en conformidad con lo establecido en el artículo 71 de esta ley.


	'Si se retuviere a una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, el jefe respectivo será sancionado con la medida disciplinaria de suspensión de su empleo por 30 días. En caso de reincidencia, esta suspensión será de tres meses. Estas sanciones son sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda incurrir por esta infracción.


	'La Policía de Menores deberá poner a los menores inculpados de haber cometido un hecho constitutivo de crimen o simple delito, directa e inmediatamente, a disposición del tribunal competente.


	'Sólo si ello fuere imposible, deberá ingresarlo al Centro de Observación y Diagnóstico respectivo dentro de las veinticuatro horas siguientes. El funcionario que lo reciba lo pondrá a disposición del juez con los antecedentes del caso, a primera hora de la audiencia más próxima o antes si éste así lo ordena.


	'Tratándose de un menor que hubiere sido detenido por otra causa, será devuelto a sus padres o guardadores, notificándoseles el motivo de la detención. Si se tratare de una falta, será citado al tribunal competente a primera hora de la audiencia inmediata.


	'Las disposiciones anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones, la cual sólo podrá detener a los menores en los casos previstos en este artículo y siempre que sea imposible ponerlos a disposición del tribunal  competente.'


	b) Agrégase en el artículo 29 el siguiente inciso:


	'El juez de letras de menores no podrá ordenar, en caso alguno, el ingreso de una persona menor de dieciocho años en un establecimiento penitenciario de adultos.'


	c) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:


	'Artículo 51.- Para los efectos de esta ley, podrán crearse Casas de Menores. Estas funcionarán a través de dos centros independientes y autónomos entre sí.


	'Uno de ellos, denominado Centro de Observación y Diagnóstico, estará destinado a acoger a los menores que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, los que permanecerán en él hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva acerca de su discernimiento.


	'El otro, que se denominará Centro de Disgnóstico, Tránsito y Distribución, atenderá a los menores que requieran de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopte alguna medida que diga relación con ellos.'


	d) Agrégase el siguiente artículo nuevo:


	'Artículo 71.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido  a través del Ministerio de Justicia, determinará:


	'a) Los Centros de Observación y Diagnóstico existentes, y su localización.


	'b) Los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución existentes, y su localización.


	'c) Los establecimientos en que podrán ser internados los menores, en aquellos lugares en que no existan Centros de Observación y Diagnóstico, y su localización.'


	'El decreto, que tendrá carácter permanente, deberá ser actualizado cada vez que se produzca un hecho que importe una  modificación respecto de los centros y establecimientos a que él se refiere.'


	e) Derógase el artículo 2° transitorio.


	Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso final del artículo 347 bis A del Código de Procedimiento Penal, por el siguiente:


	'La internación del menor, cuando proceda con arreglo a la ley, será considerada privación de libertad para todos los efectos legales. El juez del crimen deberá otorgarle la excarcelación, si fuere procedente de acuerdo con las reglas generales, sin que constituya  impedimento para hacerlo el hecho de no haberse efectuado o estar pendiente la declaración de discernimiento.'


	Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1.385, de Justicia, de 1980, que establece el régimen de subvenciones para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores:


	a) Reemplázase la letra a) del artículo 4°, por la siguiente:


	'a) Observación y Diagnóstico:


	'Está destinada a acoger, en forma transitoria, a los menores que han cometido hechos constitutivos de crimen y simple delito, hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva acerca de su discernimiento.'


	b) Intercálase, en el mismo artículo, la siguiente letra b), pasando las actuales a ser c), d), e), f), g), h), i) y j), respectivamente:


	'b) Diagnóstico, Tránsito y Distribución:


	'Está destinada a atender en forma transitoria, a los menores que requieren de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta una medida en relación con ellos.


	'El monto de la subvención para esta modalidad será el mismo que se establezca para la de Observación y Diagnóstico.'


	c) Elimínase, en la letra a) del artículo 5°, la palabra 'Tránsito', y la coma (,) que le antecede.


	Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial."


	Se designó Diputada Informante a la señora Martita Wörner Tapia.


	Sala de la Comisión, a 12 de julio de 1994.








	





	Acordado en sesiones de fechas 22 de junio y 12 de julio de 1994, con asistencia de los señores Elgueta (Presidente), Allamand, Bombal, Chadwick, Espina, Luksic, Martínez Ocamica, Pérez Lobos, Ribera, Urrutia, Viera-Gallo, Walker y de la señora Wörner.











Adrián Alvarez Alvarez


Secretario Jefe de Comisiones








�A los Centros de Observación y Diagnóstico van los menores infractores por hurtos reiterados, robos, estafas, falsificación de documentos, daños a la propiedad, secuestro, sustracción de personas, violación, homicidio, sodomía, incesto, porte de arma blanca, de fuego, transgresión a la ley antiterrorista, tráfico o suministro de sustancias estupefacientes, lesiones a terceros, desacato a la autoridad, primer hurto, exhibicionismo,etc.


A los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, van los menores por consumo ocasional o habitual  de bebidas alcohólicas o de drogas, abandono de hogar reiterado, vagancia, mendicidad, prostitución, etc. 


� Esta enmienda es complementaria a la que se viene proponiendo en el proyecto de ley sobre maltrato de menores, que modifica el artículo 19 de la Ley de Menores, con una doble finalidad:


a) Suprimir en el N° 3°, la frase "o a algún establecimiento adecuado que el juez determine". La norma modificada  permite al juez confiar el menor, por el tiempo que estimare necesario, a los establecimientos especiales de educación que esta ley señala o a algún establecimiento adecuado que él determine. Es en ejercicio de esta facultad que muchos jueces de menores confían a los menores a  un establecimiento penitenciario de adultos.


b) Agregar un inciso (tercero), con el fin de señalar que "Tratándose de un menor que ha sido víctima de maltrato, el Juez podrá, además de decretar las medidas indicadas en el inciso primero, remitir los antecedentes a los Tribunales competentes para aplicar sanciones penales a quienes resulten responsables, o para decretar otras medidas cautelares en beneficio del menor y de su grupo familiar".


Este proyecto, ya aprobado por el Congreso Nacional, se encuentra en el Tribunal Constitucional con el fin de cumplir con el trámite del control de su constitucionalidad.


� Prevención, protección simple, protección de deficientes leves y moderados, protección de deficientes leves y moderados diurna, rehabilitación conductual y psíquica, rehabilitación conductual o psíquica diurna, libertad vigilada y colocación familiar.


�El artículo 347 bis A dispone: "En ningún caso la declaración acerca de si el menor ha obrado o no con discernimiento prevista en la Ley de Menores, podrá ser demorada más de quince días. Si el Juez de Menores no ha recibido los informes técnicos correspondientes, prescindirá de ellos para formular la declaración.


La internación del menor con estos fines será considerada privación de libertad para todos los efectos legales y no impedirá al juez del crimen otorgarle la excarcelación, si fuere procedente, de acuerdo con las reglas generales."
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